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PROCESADO: AJGC

DELITO: Actos sexuales con menor de 14 años, en concurso homogéneo

RAD. # 050016000207-2017-00174-01

ASUNTO: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la defensa contra la sentencia condenatoria

DECISIÓN: Se confirma la sentencia confutada.


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO PENAL / DEBIDO PROCESO / DERECHO A LA DEFENSA / NULIDAD PROCESAL
DERECHO A LA DEFENSA – Contenido.

… el Derecho a la Defensa es una de las garantías fundamentales que hacen parte de ese cúmulo de principios conocidos como el Debido Proceso, consagrado tanto en el inciso 3º del artículo 29 de la Carta; como en el inciso 2º del artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José; el inciso 3º del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y el artículo 8º del C.P.P. … Del contenido de la normativa antes enunciada, se desprende que es muy amplio el radio de acción del Derecho a la Defensa, puesto que el ejercicio de este derecho comprende: 

· El Derecho que le asiste al Procesado de conocer los cargos que son objeto de la acusación o de la imputación. 

· La posibilidad de ser representado por un Profesional del Derecho, ya sea designado por el mismo Procesado, o en su defecto por el Estado, para que asuma la Defensa Técnica, la cual deberá ser integral e ininterrumpida. 

· El derecho de controvertir y de confrontar las pruebas que se alleguen en contra del Procesado, así como de presentar pruebas para desvirtuar y refutar la acusación. 

· El Derecho a impugnar el fallo o la sentencia condenatoria ante un Tribunal o Juez de superior jerarquía.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL No. 4

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA

Pereira, tres (3) de marzo de dos mil veinticinco (2.025).

Aprobado por acta No. 245
Hora: 2:45 p.m.
Procesado: AJGC.
Radicado: 050016000207-2017-00174-01.
Delito: Actos sexuales con menor de 14 años, en concurso homogéneo
Procede: Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira
Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de sentencia condenatoria.
Tema: Requisitos para la procedencia de la causal de nulidad por violación del derecho a la defensa técnica.
Decisión: Se confirma la sentencia confutada, y se declara parcialmente desierto el recurso de apelación.  
ASUNTO A DECIDIR:

Procede la Sala de Decisión Penal # 4 del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto y sustentado oportunamente por la Defensa en contra de la sentencia proferida por parte del Juzgado 7º  Penal del Circuito de Pereira en las calendas del 01 de noviembre de 2.022, en el devenir del proceso que se adelantó en contra del ciudadano AJGC, quien fue acusado de incurrir en la presunta comisión del delito de actos sexuales con menor de 14 años agravado, en concurso homogéneo.

ANTECEDENTES:

De lo consignado en el libelo acusatorio, se tiene que los hechos que concitan la atención de la Colegiatura tuvieron ocurrencia en fechas indeterminadas pero comprendidas entre los años 2009 y 2010 aproximadamente y hasta el año 2012, en los siguientes inmuebles ubicados en el municipio de Pereira; i) Manzana 27 casa 4 sector A, Parque Industrial – residencia en donde habitaba la menor víctima A.T.G.E con su abuela paterna y otros familiares – ii) Calle 22 No. 21-75 barrio Providencia – residencia de la bisabuela de la menor víctima-; y iii) Manzana 3 casa 8, barrio Villa del Sur Cuba – residencia del señor AJGC (hermano de la abuela paterna y procesado en este asunto). 
En los lugares anteriormente referidos, el acusado violentó sexualmente en varias oportunidades a la menor A.T.G.E, nacida el 20 de diciembre de 2003, quien para la época de los hechos contaba entre los 7 y 11 años de edad, acciones que realizó durante ese interregno de tiempo, y las cuales consistieron en tocamientos en sus partes íntimas, (vagina, senos y glúteos), besos en la boca y en la vagina, quitarse su ropa interior y exhibirle su órgano genital, y masturbarse frente a ella, siempre bajo la amenaza que si se oponía, la familia se separaría. 
SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:
1) En las calendas del 12 de febrero de 2.019, ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con funciones de control de garantías de Pereira, la Fiscalía le endilgó cargos al entonces indiciado AJGC por incurrir en la presunta comisión del delito de actos sexuales con menor de 14 años agravado, tipificado en los artículos 209 y 211 # 5º del C.P.

2) Radicado el escrito de acusación, el conocimiento de la actuación le correspondió al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad, en donde se llevaron a cabo las siguientes vistas públicas: a) La audiencia de formulación de acusación tuvo lugar el 24 de julio de 2.019, diligencia en donde el órgano persecutor varió la calificación jurídica en el sentido de que la comisión del delito que le fue imputado al ciudadano AJGC fue en concurso homogéneo; b) La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 12 de marzo de 2020; c) La audiencia de juicio oral acaeció en sesiones celebradas los días 15 de julio de 2.021; 09 de septiembre de 2.021 y 27 de abril de 2.022. Clausurada la etapa de los alegatos de conclusión, el 17 de agosto de 2.022 se anunció el sentido del fallo por parte del Juzgado cognoscente, el que fue de carácter condenatorio, razón por la cual se procedió a librar en contra del procesado la correspondiente orden de captura.
3) La sentencia condenatoria se profirió en las calendas del 01 de noviembre de 2.022, en contra de la cual la Defensa se alzó de manera oportuna. 
LA SENTENCIA APELADA:

Como bien se sabe, se trata de la sentencia proferida por parte del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento, en las calendas del 01 de noviembre de 2.022 mediante la cual se declaró la responsabilidad criminal del procesado AJGC, por incurrir en la comisión del delito de actos sexuales con menor de 14 años agravado, en concurso homogéneo. 
Como consecuencia de la declaratoria del compromiso penal endilgado en contra del procesado AJGC, dicho ciudadano fue condenado a purgar una pena de 166 meses de prisión, sin que, por expresa prohibición legal, se le reconociera el disfrute de subrogados y de sustitutos penales.
En lo que tiene que ver con las razones de hecho y de derecho, por las cuales el Juzgado de primer nivel decidió declarar el compromiso penal del procesado AJGC, v
emos que el Juzgado A quo en el fallo opugnado expuso que en el proceso se satisfacían los requisitos exigidos por parte del artículo 381 del C.P.P. para que en contra del procesado de marras se pudiera proferir una sentencia de tipo condenatorio.
Para poder llegar a la anterior conclusión, el Juzgado de primer nivel procedió a llevar a cabo un análisis y una posterior valoración en conjunto del acervo probatorio, en especial de lo declarado por la menor A.T.G.E quien fue consistente en afirmar cómo, cuando culminaba su primera infancia, esto es, entre los 5 y 6 años de edad, el señor AJGC inició una escala de abusos en su contra, ubicándose así en la época de los hechos, y sin ninguna dificultad rememoró los lugares en los cuales ocurrieron éstos; suscitados en la casa donde ella vivía, al igual que en casa del acusado, y también en la vivienda de la familia que visitaba con frecuencia, donde aprovechaba el agresor para saciar sus instintos libidinosos en contra de la integridad y formación sexual de su víctima.

Consideró además el Juzgado fallador que la menor A.T.G.E fue coherente al ofrecer detalles de las personas que estaban en el sitio cuando era instrumentalizada sexualmente por el señor AJGC, quien, aprovechando la confianza depositada por la familia, procedía a ejecutar sobre ella tocamientos en diferentes partes de su cuerpo. Relatos que a juicio del Juzgado A quo siempre tuvieron un hilo conductor, el cual nunca perdió su rumbo.
Concluyó también el fallador de primera instancia, que la declaración rendida por la víctima no pudo ser desdibujada a pesar de la labor de la Defensa, cuando insistió en sus preguntas en el hecho de que, a pesar de la confianza que le tenía a su abuela AMPARO, nunca le contó lo que estaba sucediendo. Advirtiéndose por parte del Juzgado de primer nivel que es común que los menores se reserven por mucho tiempo estos vejámenes, pues temen, como ocurría con A.T.G.E, que sean inculpados de los mismos, y tal como es acostumbrado, el victimario utiliza amenazas, o hace manifestaciones que doblegan el querer de la víctima de informar sobre tales atropellos.
De igual manera, el Juzgado de primer nivel adujo que para la menor A.T.G.E fue contundente el hecho de que el señor AJGC le realizara tocamientos sexuales a su prima K.D, ya que fue esa situación la que le permitió poner punto final a los abusos por parte de éste, a quien advirtió que si un hecho de esos se presentaba de nuevo, sería puesto en conocimiento de la familia. 
Finalizó el Juzgado A quo concluyendo que para corroborar los dichos de la víctima, pese a que no hubo más testigos directos de los sucesos, su prima K.D fue escuchada en audiencia pública de juicio, quien refirió que vivió con ella desde que tenía 3 años, ratificó las visitas por parte de la familia a la casa del señor AJGC, y la de estas a su residencia; corroborando el tocamiento sexual de éste en su contra, y que fue su prima A.T.G.E, quien la abrazó, la consoló y le dijo que ella estaría atenta a que esto no volviera a suceder, además que se alejara del citado. Sumado a ello, también se tuvo en cuenta la declaración vertida por la progenitora de la menor A.T.G.E, quien pudo percibir en forma directa el estado emocional descontrolado de la menor, lo cual le causó preocupación, entre otros, porque se estaba realizando cortes en su cuerpo, y al confrontarla, la menor le terminó contando lo ocurrido, información que no dudó ni por un momento en creerle, toda vez que cuando era pequeña, ella también había sido abusada sexualmente por el señor AJGC. 
LA ALZADA:

Al expresar su inconformidad con el contenido del fallo opugnado, la Defensa reprochó dos aspectos puntuales; i) que el proceso se encontraba viciado de nulidad porque al procesado AJGC CASTAÑO se le vulneró el derecho a la defensa técnica, ii) las pruebas debatidas en juicio no lograron dar certeza, más allá de toda duda, sobre la responsabilidad en los hechos por los cuales fue llamado a juicio su representado. 
A fin de demostrar que la actuación se encontraba viciada de nulidad, el apelante expuso que al procesado se le vulneró el derecho a la defensa técnica como consecuencia de que el Defensor Público que lo asistió en el juicio, a pesar de sus cocimientos jurídicos, no ejerció una debida defensa, quien prácticamente quedó inerme, frente a la controversia procesal propia del juicio, en donde brillaron por su ausencia sus intervenciones, y cuando lo hizo, ello fue solamente para cumplir con el protocolo de las audiencias, mas no se ocupó de la investigación de los hechos y del recaudo de las pruebas favorables al procesado. 
En ese orden de ideas, el apelante expuso que al proceso acudió un Defensor Público que poco interés le mostró a su prohijado, al no agotar esfuerzo alguno para ubicarlo, entrevistarlo y recaudar pruebas que fueran necesarias, atentándose así contra su derecho a la defensa, mismo que inclusive los demás sujetos procesales debieron vigilar, reclamar, proporcionar y hacer valer, y no lo hicieron. 
Señaló que la inasistencia de su representado a las audiencias de juicio oral, obedeció a un cambio involuntario de residencia y la falta de comunicación con su apoderado para manifestarle los cambios de dirección, siendo esa la razón para que no todas las citaciones llegaran a sus manos; no obstante, que el procesado siempre estuvo presto a obedecer las órdenes emanadas del juzgado de conocimiento, y si no asistió a alguna de las audiencias, fue porque no tuvo conocimiento de las fechas y horas de sus celebraciones.

Lo antes expuesto, en sentir del apelante, era indicativo de que el Defensor Público pudo ejercitar ampliamente el derecho de contradicción mediante una activa controversia conceptual o probatoria, u optar por un silencio expectante dentro de los límites de la racionalidad, como estrategia defensiva, susceptible de ser determinada a través de actos procesales que permitieran inequívocamente establecerla, mas no lo hizo; y de haberse tratado de una estrategia de simple supervisión del trámite procedimental, caracterizada por la ausencia de actos positivos de gestión, ello debió diferenciarse de la situación de abandono de la función encomendada, que se presentó cuando el Defensor Público, además de renunciar a los actos de contradicción probatoria e impugnación, no hizo presencia procesal alguna, ni siquiera solicitó que su defendido fuera escuchado en testimonio dentro del juicio.

Finalmente, el apelante solicitó que en el evento de que no prospere la solicitud de nulidad incoada, se tenga en consideración que el proceso se encontraba plasmado de dudas, acerca de la comisión de los punibles objeto de la investigación y del juicio, derivadas de la forma irregular en que se recaudaron las pruebas, y de la escasa prueba testimonial, lo que no puede dar al Juez plena certeza, más allá de toda duda, de la responsabilidad del procesado en los hechos, por lo que deprecó revocar la sentencia de primer grado y en consecuencia, se absuelva a su representado de los cargos endilgados.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el # 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de una sentencia proferida en primera instancia por un Juzgado Penal con categoría de Circuito que hace parte de este Distrito judicial.
- Problema Jurídico: 

Del contenido de los argumentos esgrimidos por la recurrente en la alzada, a juicio de la Sala se desprende el siguiente problema jurídico: 

¿Se encuentra viciada de nulidad la actuación procesal, porque en el devenir del proceso al encausado AJGC supuestamente le fue vulnerado el derecho a la defensa técnica? 
Asimismo, de manera colateral la Sala deberá precisar, lo siguiente: 
¿El recurrente cumplió o no con la carga que le incumbía de sustentar en debida forma el recurso de alzada interpuesto, relacionado específicamente con todo aquello que tenía que ver conque en el proceso no se satisfacían los requisitos exigidos por parte del artículo 381 del C.P.P. para que con base en las pruebas debatidas en el juicio se pudiera declarar la responsabilidad criminal del procesado AJGC, quien, ante la existencia de dudas probatorias, en consecuencia debió ser absuelto de los cargos por los cuales fue llamado a juicio?
- Solución: 

1. LOS CARGOS DE NULIDAD POR LA PRESUNTA VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA DEFENSA TÉCNICA QUE LE ASISTE AL PROCESADO. 

Reclama el recurrente que el proceso se encuentra viciado de nulidad, porque en el devenir del proceso, al ciudadano AJGC se le vulneró el derecho a la defensa técnica, como consecuencia del cuestionado desempeño de los defensores públicos que lo representaron en las diferentes etapas procesales que se surtieron en sede de primera instancia, quienes según voces del apelante, brillaron por su ausencia sus intervenciones, y cuando lo hicieron, fue solamente para cumplir con el protocolo de las audiencias, sin que se haya agotado esfuerzo alguno de su parte, para ubicarlo, entrevistarlo y recaudar pruebas para su defensa. 
De lo anterior, se tiene que se encuentra delimitado uno de los temas objeto de la controversia puesta a consideración de la Colegiatura, la cual radica en determinar si en efecto en el devenir del proceso, al acusado le fue vulnerado o no el derecho a la defensa técnica, lo cual podría desembocar en la nulidad del proceso.
En ese orden de ideas, se tiene que el Derecho a la Defensa es una de las garantías fundamentales que hacen parte de ese cúmulo de principios conocidos como el Debido Proceso, consagrado tanto en el inciso 3º del artículo 29 de la Carta; como en el inciso 2º del artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José
; el inciso 3º del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
; y el artículo 8º del C.P.P. 

Del contenido de la normativa antes enunciada, se desprende que es muy amplio el radio de acción del Derecho a la Defensa, puesto que el ejercicio de este derecho comprende: 
· El Derecho que le asiste al Procesado de conocer los cargos que son objeto de la acusación o de la imputación. 
· La posibilidad de ser representado por un Profesional del Derecho, ya sea designado por el mismo Procesado, o en su defecto por el Estado, para que asuma la Defensa Técnica, la cual deberá ser integral e ininterrumpida. 
· El derecho de controvertir y de confrontar las pruebas que se alleguen en contra del Procesado, así como de presentar pruebas para desvirtuar y refutar la acusación. 
· El Derecho a impugnar el fallo o la sentencia condenatoria ante un Tribunal o Juez de superior jerarquía. 

Es de anotar que en lo que atañe con el derecho que tiene el procesado de ser representado por un letrado, no solo basta la designación de un profesional del derecho para que asista al acriminado, por cuanto es requisito indispensable que el togado que apadrine los intereses del encartado: a) Tenga la capacitación y los conocimientos jurídicos básicos en el área del derecho en la que ejerce su actividad jurídica; y, b) En la estrategia defensiva que se asuma no se puede dejar abandonado al procesado a su suerte, ni dejarlo tirado al garete. 

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, vemos que el apelante, a fin de demostrar la tesis de su inconformidad, procedió a formular una serie de cuestionamientos y de reproches en contra del desenvolvimiento que tuvieron los letrados adscritos a la defensoría pública que en el pasado estuvieron representando al procesado, para de esa forma concluir que el desempeño profesional de esos abogados no fue el correcto, dado a que según su consideración no cumplieron con su función de desarrollar una defensa técnica en aras de proteger su libertad personal, el debido proceso y la igualdad procesal, como garantías fundamentales al interior del proceso penal que se adelantó en su contra.  
Como se podrá colegir, el recurrente ahincó sus pretensiones nulitatorias con base en la hipótesis consistente en que el procesado, como consecuencia de los supuestos yerros y equívocos en los que incurrió tanto la letrada que lo asistió, inclusive desde las audiencias preliminares, como el profesional que lo representó durante todo el desarrollo del juicio oral, no tuvieron una adecuada defensa técnica, lo que desencadenó para que en el juicio — en el escenario del debate probatorio — tuviera lugar lo que coloquialmente se conoce como «una pelea de tigre contra un burro amarrado», dado que, según el apelante, el acusado quedó inerme frente a la controversia procesal propia del juicio en el que a su consideración brilló por su ausencia la aplicación del principio de la igualdad de armas, debido a la desidia de dicho abogado.  

Pero es de anotar que para la procedencia de la causal de nulidad deprecada por el apelante, no basta con la simple y mera disparidad de criterios habidos entre el abogado hogaño y los de antaño, sobre cuál sería la adecuada estrategia defensiva que se debió asumir en pro de los intereses del procesado, «pues, según tiene decantado, el ejercicio de la actividad defensiva es de medio, no de resultado y porque el ordenamiento le asegura al profesional del derecho autonomía y libertad en la escogencia de la técnica o estrategia a adoptar, entre las múltiples alternativas posibles de ser planteadas en el curso de la actuación procesal, de manera que no le impone al abogado derroteros a seguir en el curso de la gestión encomendada, ni le fija orientaciones de ninguna índole, pues son infinitas las eventualidades que pudieran ofrecerse, por supuesto imposibles de prever a través de reglas con las cuales determinar el camino a adoptar ante una incierta situación, lo que implicaría reglamentar tesis defensivas seguramente desarticuladas de la realidad surgida en cada proceso penal…»
. 

Acorde con lo antes expuesto, para la Sala no pueden ser de recibo los reproches formulados por el recurrente con la finalidad de cuestionar y de censurar el desempeño profesional de los letrados adscritos a la defensoría pública que otrora estuvieron representando los intereses del procesado, dado que los mismos son producto de la personalísima visión del recurrente sobre cómo debió haber sido la estrategia defensiva, lo cual desconoce que en materia de estrategias defensivas no hay nada escrito, dado que todo depende de aquello que el abogado considere que sea lo mejor y lo más necesario para los intereses de su apadrinado, lo que en últimas pueda conllevar a refutar o a controvertir las pretensiones de la Fiscalía. Así habrá letrados que, ante el arsenal probatorio descubierto por la Fiscalía, prefieran asumir una estrategia defensiva pasiva, y esperar cualquier yerro o descuido en el que incurra el Ente Acusador para cobrársela y así sacar provecho de ello. De igual manera, también existirán abogados combativos, quienes — «como gatos patas para arriba» — defenderán a ultranza a su apadrinado, y llevarán a juicio cualquier tipo de pruebas con las cuales pueda poner en jaque las pretensiones de la Fiscalía. 

En el caso subexamine la Sala es de la opinión consistente en que los letrados de otrora, asumieron un rol defensivo que se puede considerar adecuado y correcto, por cuanto: a) Nunca abandonaron al procesado a su suerte, ni lo dejaron tirado al garete, dado que siempre lo estuvieron acompañando jurídicamente; b) La defensora pública que actuó en la audiencia preparatoria,  deprecó las pruebas que en su sentir consideraba que eran las más beneficiosas y convenientes para su estrategia defensiva, resaltándose que tuvo que entrevistarse con su representado a efectos de conocer la existencia de las mismas y de esta manera argumentar la pertinencia, conducencia y utilidad para que fueran admitidas en el desarrollo del juicio oral
; c) El defensor público — DR. FREDY PLAZA — que lo asistió desde comienzo a fin en la celebración del juicio oral, durante el desarrollo de la primera sesión a la que asistió el señor AJGC, solicitó un receso a efectos de entrevistarse con su representado y explicarle en que consistía dicha diligencia tal y como consta a partir del minuto 03:00 de la sesión que se llevó a cabo en las calendas de 15 de julio de 2.021  y a partir de allí, en las sesiones subsiguientes, siempre dejó constancia de la imposibilidad de entrevistarse con su prohijado a  efectos de poder localizar los testigos que fueron descubiertos desde la etapa preparatoria del juicio; sumado a ello, por parte del defensor se libró orden de trabajo con la colaboración de los investigadores de campo adscritos a la Defensoría del Pueblo, con miras a lograr su ubicación, sin embargo, fueron infructuosos los esfuerzos desplegados para dicho fin; d) Lo advertido en los literales B y C deja entrever que no se estaba en presencia de unos abogados poco diligentes, que desconocían las técnicas y los procedimientos que son propios del sistema penal acusatorio, por cuanto quienes en el pasado representaron los intereses del procesado se trataban de unos Defensores Públicos, que como bien es sabido, para poder ejercer dicha función, deben de tener una adecuada capacitación y preparación en materias que tiene que ver con el derecho penal; el derecho procesal penal, y el derecho constitucional. 

En resumidas cuentas, para la Sala es claro que en el presente asunto en momento alguno al procesado se le socavó su derecho a una adecuada defensa técnica, ya que todo se circunscribió a una simple y mera disparidad de criterios formulados por el recurrente sobre como debió haber sido la mejor estrategia defensiva, y por ende no puede ser de recibo la petición de nulidad deprecada por el apelante en la alzada. Contrario a ello, lo que sí se notó por parte del procesado fue la desidia y el desinterés para comparecer a los llamados de la judicatura, ya que el señor AJGC estaba en la obligación de reportar cualquier cambio de residencia o al menos de informárselo a su defensor a efectos de que este pudiese ejercer su defensa con los testigos que fueron ofrecidos desde la audiencia preparatoria, y de quien sus datos de ubicación debían de ser aportados por el mismo encartado, por lo que tampoco puede ser de recibo para la Colegiatura los argumentos expuestos en el sentido de que lo que se presentó en este asunto fue la ocurrencia de un involuntario cambio de residencia, toda vez que ello no era óbice para desentenderse del asunto y mucho menos dejar a la surte la actuación penal que se adelantaba en su contra.   
Referente a lo anterior, valga decir que si bien el ciudadano AJGC estuvo presente en la primera sesión del juicio que se llevó a cabo en las calendas del 15 de julio de 2021, también lo es, que en esa diligencia quedó notificado en estrados de la próxima, es decir, la del 09 de septiembre de esa misma anualidad, vista pública a la que no asistió ni a las demás que posteriormente fueron celebradas, y a las cuales fue debidamente convocado tal y como lo corroboró el Juzgado de primer grado, en donde se evidenció, a través de las planillas generadas por el centro de servicios administrativos del sistema penal acusatorio de esta ciudad, que el abonado telefónico del procesado se encontraba desactivado, y que las citaciones que fueron enviadas a la residencia reportada, indicaron que este ciudadano no residía allí.  

Así las cosas, resulta válido concluir que el incidente de nulidad propuesto por el quejoso, no puede tener cabida favorable por las razones ya expuestas en precedencia, pues se reitera, el procesado no obstante de tener pleno conocimiento de la causa penal que se estaba adelantando en su contra, decidió injustificadamente olvidarse y desentenderse del asunto, desconociendo el apelante el principio general del derecho que atiende a decir que nadie puede alegar en su favor su propia culpa” (nemo auditur propiam turpitudinem allegans), ya que no puede pretender que por la desidia de su representado, se nulite la actuación desplegada por quien otrora representó al mismo, máxime cuando se constató que el profesional que actuó específicamente en la etapa del juicio
, obró conforme a las herramientas con las que contaba en ese momento, no obstante, tal y como se indicó líneas atrás su participación no fue tan pasiva como lo adujo el recurrente en su alzada, ya que no solo dejó las constancias de a las que hubo lugar por la imposibilidad de ubicar a su representado, sino que, a través de las herramientas que le brinda la defensoría del pueblo, se libraron las labores correspondientes para lograr dicho cometido, sin que de ello se haya obtenido resultado positivo alguno. 
En resumidas cuentas, la Sala concluye que la causal de nulidad deprecada por la Defensa en la alzada no tuvo ocurrencia, dado que el procesado estuvo representado por unos Letrados, quienes de manera adecuada ejercieron la defensa técnica; a lo que se le debe sumar, que el recurrente — con sus pretensiones nulitatorias — lo único que pretende es sacar provecho o ventaja de la propia desidia del procesado, quien no hizo nada en pro de sus intereses. 
2. ADECUADA SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN. 

Teniendo en cuenta que el otro aspecto objeto de reproche por parte del apelante, estaba encaminado en asegurar que las pruebas debatidas en juicio no lograron dar certeza, más allá de toda duda, sobre la responsabilidad en los hechos por los cuales fue llamado a juicio su representado, y que por ende en aplicación del principio in dubio pro reo, sería procedente revocar la sentencia hoy objeto de alzada, y en consecuencia proferir una sentencia de carácter absolutoria en su favor, la Sala deberá indicar que los reproches formulados en tales términos por parte del recurrente no cumplen con los requisitos necesarios para una adecuada sustentación del recurso de alzada, y consecuencia el recurso de apelación debe ser declarado desierto, tal como lo ordena el artículo 179A del C.P.P.
Para demostrar por qué la Sala considera que el recurso de apelación interpuesto por la Defensa debe ser declarado desierto, es menester que se tenga en cuenta que quien interpone un recurso de alzada adquiere la obligación de sustentarlo de manera adecuada, pero es de anotar que «no es suficiente la mera exposición de argumentos que tiendan a defender una determinada postura, sino que es preciso que esa argumentación esté orientada a controvertir de manera seria la decisión impugnada, señalando las razones del disenso, destacando cuáles pueden ser las falencias de la providencia y de qué manera tal decisión no resulta acertada y acorde con el ordenamiento, todo ello siempre sin perder de vista el substrato fáctico sobre el cual se realiza el debate. La sustentación debe señalar con claridad qué es lo que se pretende…»
.

Al aplicar lo anterior al caso en estudio, vemos que del contenido de la tesis de la discrepancia propuesta por el recurrente, de bulto se desprende que se está en presencia de alegato genéricos, indeterminados y abstractos, con los cuales en verdad nada se dijo para refutar los argumentos tenidos en cuenta por el Juzgado A quo respecto de la valoración probatoria que se llevó a cabo de las pruebas habidas en el proceso, con las cuales se lograba demostrar, más allá de toda duda razonable, la responsabilidad criminal del procesado AJGC. Es más, todo se centró en pregonar que en favor del procesado dizque se debió aplicar el in dubio pro reo, pero en momento alguno el recurrente adujo ni expuso cuales eran las razones — tanto de hecho como de derecho — por las cuales consideraba el porqué de las pruebas debatidas en el juicio manaban dudas razonables que debieron haber sido capitalizadas en favor del procesado. 
En resumidas cuentas, para la Sala no existe duda alguna que nos encontramos en presencia de una inadecuada sustentación del recurso de apelación, porque, se reitera, la Defensa — con los argumentos esgrimidos de manera genérica — no cumplió con la carga argumentativa que le incumbía a fin de refutar ni controvertir en debida forma las razones por las cuales el Juzgado de primer nivel consideró que las pruebas habidas en el proceso cumplían cabalmente con los requisitos exigidos por parte del artículo 381 del C.P.P. para que en contra del procesado se pudiera dictar una sentencia condenatoria. 
Siendo así las cosas, la Sala aplicará en contra del recurrente la aludida sanción procesal consagrada en el artículo 179A del C.P.P. y en consecuencia declarará parcialmente desierto el recurso de apelación interpuesto por la Defensa en lo que atañe con las críticas formuladas en contra de la valoración de las pruebas habidas en el proceso. 
Finalmente, a modo de colofón, se considera que en el presente asunto no es necesario que se lleve a cabo la correspondiente audiencia de lectura de decisión, dado que ese acto procesal de notificación a las partes del contenido del fallo de 2ª instancia válidamente se puede suplir mediante la remisión — vía correo electrónico — con destino a las partes y demás intervinientes, por parte de la Secretaría, de copias integrales del contenido la presente providencia de 2ª instancia, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avalan ese tipo de notificaciones, lo que además no contraría las disposiciones que en materia de notificaciones regula el C.P.P. ya que se cumpliría con la finalidad de la norma, la cual no es otra cosa diferente que la de enterar a las partes del contenido de lo resuelto y decidido en el presente asunto por parte de la Colegiatura; de igual manera, con tal postura de no hacer la audiencia de lectura, se estaría haciendo gala de los principios de celeridad, de eficiencia y eficacia de la administración de justicia consagrados en los artículos 4º y 7º de la ley estatutaria de la administración de justicia — Ley # 270 de 1.996 —. 

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la Republica y por Autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por parte del Juzgado 7º Penal del Circuito de esta ciudad en las calendas del 01 de noviembre de 2.022 mediante la cual se declaró la responsabilidad criminal del procesado AJGC, por incurrir en la comisión del delito de actos sexuales con menor de 14 años, agravado en concurso homogéneo.
SEGUNDO: DECLARAR parcialmente desierto el recurso de apelación interpuesto por la Defensa en lo que atañe con las críticas formuladas en contra de la valoración de las pruebas habidas en el proceso.  
TERCERO: ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo que relevaría, por innecesaria, llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia. 
TERCERO: DECLARAR que en contra de la presente sentencia de 2ª Instancia procede el recurso de casación, el 

cual deberá ser interpuesto y sustentado por los interesados dentro de las oportunidades de ley. Pero en lo que tiene que ver con la decisión de declarar parcialmente el recurso de apelación, solo procede el recurso de reposición, el cual, por estar en presencia de un trámite escritural, deberá ser interpuesto y sustentado acorde con lo regulado en el artículo 189 de la ley # 600 de 2.000.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN
Magistrado
CON FIRMA ELECTRÓNICA

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA
� Aprobado mediante le Ley 16 de 1.972.


� Aprobado mediante Ley 74 de 1.968.


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal: Sentencia del 02 de marzo de 2.022. SP568-2022. Rad. # 60207.  


� Se decretó la prueba solicitada por la defensa en relación con el testimonio de la ciudadana Sugey Taborda Castañeda, pero en cuanto a la declaración de Eunice Carmona Taborda se advirtió que solo sería escuchada en juicio en el evento de que la Fiscalía renunciara a este. 


� DR. FREDY PLAZA MAÑOSCA – Defensor público 


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia 2ª Instancia del 28 de septiembre de 2.011. Rad. # 37258.
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